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1. RESUMEN 

Los preacuerdos en el Derecho Penal buscan la descongestión de los 

despachos judiciales mediante una alternativa que bien aplicada favorece no 

solo al procesado sino a la administración de justicia, porque además de 

buscar la reparación, resarcir el daño en el menor tiempo posible, disminuye 

el desgaste en la administración de justicia y quizás es la figura más utilizada 

para culminar los procesos, los preacuerdos o negociaciones. 

2. PALABRAS CLAVE: 

Preacuerdos; Proceso Penal Militar; Celeridad; Justicia; Derechos 

Fundamentales. 

3. ABSTRACT 

The pre-agreements in the criminal law seek to reduce congestion of the 

dispatch court, by an alternative that is well applied facilitates, not only the 

accused but also to the administration of justice, because in addition to looking 

for the repair, to compensate the damage in the shortest possible time, 

decreases wear and tear on the administration of justice, and is perhaps the 

figure most commonly used to conclude the process, the pre-agreements or 

negotiations. 
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5. INTRODUCCIÓN 

Aunque la Ley 1407 de 2010 y la Ley 1765 de 2015 representaron un avance 

en la modernización de la jurisdicción especial, aún quedan por definir en su 

desarrollo la aplicación de principios del proceso penal de la jurisdicción 

ordinaria como es el preacuerdo al que puede acogerse el procesado para 



darle agilidad a la aplicación de justicia con respeto a los derechos de las 

víctimas. 

En ese sentido cabe preguntarse cuál es el grado de eficacia y eficiencia que 

puede aportar a la jurisdicción especial penal militar y policial la aplicación del 

principio del preacuerdo en la etapa de investigación y el reconocimiento de 

los derechos procesales de las partes intervinientes en una debida 

administración de justicia. 

Sin duda alguna, La aplicación del principio de PRECUAERDO EN LOS 

PROCESOS DE LA JUSTICIA PENAL MILITAR significará una modernización 

y adecuación de esta jurisdicción especial a los principios rectores del 

procedimiento penal colombianos, garantizando la efectividad de los derechos 

fundamentales de las partes. 

De manera reiterada la jurisprudencia constitucional ha señalado que la 

protección de los derechos de las víctimas que se predica de los procesos 

ordinarios, se extiende también a todas las actuaciones que se surtan al 

interior de la Justicia Penal Militar y Policial, pues las garantías procesales en 

general, y en particular las de las propias víctimas, deben aplicarse en 

cualquier procedimiento, sin importar su naturaleza y especialidad, con el fin 

de  garantizar el ejercicio legítimo de los derechos en ellos involucrados y que 

pueden resultar afectados. Como ha sido señalado por la jurisprudencia en 

forma reiterada, aun cuando orgánicamente la justicia Penal Militar y Policial 

no hace parte de la estructura de la Rama Judicial, le resultan igualmente 

aplicables a dicha jurisdicción especial, todos aquellos derechos y garantías 

que conforman la noción de debido proceso, así como también los principios 

constitucionales que rigen la administración de justicia, en particular los de 

acceso a la justicia, derecho a la defensa y respeto por los derechos. 

6. DESARROLLO TEMÁTICO 



El fuero penal militar encuentra pleno respaldo institucional en la necesidad de 

establecer un régimen jurídico especial, materializado en la denominada 

Justicia Penal Militar, que resulte compatible con la especificidad de las 

funciones que la Constitución y la ley le han asignado a la fuerza pública, y 

que a su vez resulte coherente y armónico con su particular sistema de 

organización y de formación castrense.  

A este respecto, en la Sentencia C-457 de 2002, la Corte Constitucional 

destacó que la razón de ser de la Justicia Penal Militar radica, “de una parte, 

en las reglas de conducta particulares a que se encuentran subordinados los 

miembros de la fuerza pública y, de otra, en la estrecha relación que existe 

entre esas reglas particulares de comportamiento, el uso de la fuerza y la 

especial índole de las conductas que les son imputables”, las cuales son en 

esencia incompatibles con las reglas generales y comunes que el orden 

jurídico existente ha establecido para la jurisdicción ordinaria. 

En relación con el elemento funcional que debe concurrir para activar la 

competencia excepcional de la Justicia Penal Militar: que el delito cometido 

tenga relación directa con el servicio, la Jurisprudencia ha destacado su 

especial importancia en la configuración y aplicación del fuero, precisando que 

el mismo consiste “en que la conducta punible tenga una conexión directa con 

el cumplimiento de una función legítima”, lo que significa, a su vez, que sí “el 

comportamiento típico es consecuencia del desarrollo de una tarea propia del 

servicio, pero la misma es cumplida de forma distorsionada o desviada, la 

acción perderá cualquier relación con la labor legal y será, como cualquier 

delito común, objeto de conocimiento de la jurisdicción ordinaria”. 

En ese sentido la jurisdicción especial avanza hacia una homologación de 

principios y procedimientos con la jurisdicción ordinaria. Las finalidades 

planteadas en el Código Penal Militar son las mismas establecidas en la Ley 



906 de 2004 por el Congreso de la República, que en términos generales son: 

humanizar la actuación procesal y la pena, obtener pronta y cumplida justicia, 

activar la solución de los conflictos sociales que genera el delito, propiciar la 

reparación integral de los perjuicios ocasionados con el injusto y lograr la 

participación del imputado en la definición de su caso (Ley 1407 de 2010).  

Esta similitud entre las disposiciones de los ordenamientos ordinario y 

castrense obedece que el primero avanza más rápidamente que el segundo y 

por esto mismo la justicia penal militar busca asimilarse a la ordinaria mientras 

se atienda a los requerimientos legales, constitucionales y convencionales. 

(ARIZA LÓPEZ, 2014) 

El artículo 348 de la ley 906 de 2004 desarrolla, entre otros, uno de los 

propósitos fundamentales del sistema penal acusatorio; Los preacuerdos en 

el Derecho Penal buscan la descongestión de los despachos judiciales 

mediante una alternativa que bien aplicada favorece no solo al procesado sino 

a la administración de justicia, porque además de buscar la reparación, resarcir 

el daño en el menor tiempo posible, disminuye el desgaste en la administración 

de justicia y quizás es la figura más utilizada para culminar los procesos, los 

preacuerdos o negociaciones. 

Los términos preacuerdos y negociaciones, por lo mismo que exhiben una 

clara noción y propósito, esto es, constituir la expresión de una justicia 

consensuada, convenida,  pactada, no ofrecen mayores dificultades en su 

interpretación cabal. Es más, todas estas locuciones y otras de similar 

contenido y efecto, se pueden emplear indistintamente sin que se desdibuje el 

tema o pierda su significación. Claro que los técnicos suelen introducir 

distinciones, más que todo por erudición o técnica docente, y es así como 

aluden a preacuerdos convencionales, preacuerdos estrictu sensu, 

preacuerdos legales, esto es, la autorización para aproximarse al instituto, 



para introducirse en él, para dialogar sobre propuestas, ofrecimientos y 

respuestas afirmativas o negativas a los mismos. O sea, el camino que debe 

recorrerse y que termina en un resultado negativo (el procedimiento debe 

continuar de manera normal) o positivo (se logra un entendimiento que impone 

la terminación temprana del proceso) el cual, cuando es aprobado por el juez 

del conocimiento debe tomar el nombre de acuerdo, pacto, negociación, 

convenio, etc. (GÓMEZ VELÁSQUEZ, 2009) 

Puede decirse, que en los preacuerdos, uno de los objetivos principales es el 

de obtener una pronta justicia, que obviamente beneficia a las autoridades 

jurisdiccionales, a la víctima, al Estado, pues a través de esta figura 

especialmente para los casos de flagrancia se encuentran resultados muy 

positivos dentro de la consecución de los fines del Estado en esta materia. No 

obstante lo anterior, no se podría afirmar lo mismo de los casos que no son 

encontrados en flagrancia, pues ya ellos son objeto de una investigación más 

exhaustiva en los que debe contar las evidencias recaudadas, los elementos 

de prueba en contra del posible agresor, así mismo la Fiscalía ya debe tener 

establecido el porcentaje de participación del agresor e igualmente 

determinado cual fue el bien jurídico tutelado que se trasgredió por parte del 

sujeto activo, así como la conducta desplegada por el mismo.  

En el desarrollo de este preacuerdo, se puede llegar a considerar que la 

Fiscalía dentro de su autonomía puede negociar parte de la pena, la ejecución 

de la misma, la posibilidad de una prisión domiciliaria, así como, la detención 

vigilada mediante mecanismo electrónico y todo lo que la jurisprudencia y la 

Ley 906 han previsto para estas negociaciones, sin embargo, ellas mismas 

han dejado en claro que el Juez está obligado a aprobar dichos preacuerdos 

siempre y cuando no sean lesivos de garantías fundamentales. 



Dada la importancia que reviste la precisión en cuanto al tema de derechos y 

garantías fundamentales en el preacuerdo judicial, la Corte Suprema de 

Justicia ha hablado de que las garantías fundamentales y derechos 

fundamentales son esencialmente parecidos y eventualmente no puede 

hablarse de que estén plenamente especificados, con la salvedad de aquellos 

que han sido considerados por la doctrina y la jurisprudencia, como 

fundamentales, la vida, la salud, la libertad, el derecho a la dignidad humana, 

a pesar de ello existe conexidad con algunos otros, como sería los derechos 

al debido proceso a la defensa y demás, pero en general la Corte Suprema de 

Justicia y Corte Constitucional coinciden en que son todos aquellos derechos 

que se relacionan y que protegen la dignidad humana y la libertad, de ahí que 

en los preacuerdos, el Juez y el Fiscal, deben mirar con bastante celo los 

derechos principalmente de la víctima y seguidamente los del imputado, toda 

vez que con fundamento en el principio de igualdad de armas, no solo la 

víctima debe ser protegida y su situación en especial tiene que tener una 

garantía por parte del operador judicial (BORDA TORRES, 2016). 

No puede obviarse que el Estado colombiano consagra en la Constitución 

Nacional un catálogo de las garantías mínimas que debe reunir todo proceso 

judicial para que la justicia sea reconocida como un valor supremo en el 

ordenamiento jurídico penal. Así mismo, las normas procesales son el 

conducto para lograr la materialización y el reconocimiento efectivo de los 

derechos de las personas, cuya protección procesal se refleja en las garantías, 

en los mecanismos, las acciones, los recursos y los procedimientos que se 

deben seguir frente a la vulneración de los mismos (FISCALÍA GENERAL DE 

LA NACION, 2005).  

En relación con el imputado o acusado, el nuevo procedimiento penal actúa 

en armonía con los derechos constitucionales, teniendo en cuenta que:  



a. Su causa sea pública.  

b. Se surta dentro de un término razonable y por un juez o tribunal 

independiente e imparcial.  

c. Se presuma su inocencia hasta que su responsabilidad sea legalmente 

declarada.  

d. Tiene derecho a ser informado sobre la naturaleza y el motivo de la 

acusación formulada.  

e. Dispone del tiempo, las facilidades y los medios para la preparación de su 

defensa.  

f. Esté asistido por un defensor.  

g. Conocer, interrogar o solicitar que sean interrogados los testigos que 

declaren en contra suya, así como obtener la comparecencia y el interrogatorio 

de los testigos que declaren en su favor.  

Igualmente, la víctima, como protagonista pasiva de los fenómenos sociales 

de delincuencia, encuentra la protección de sus derechos en los mecanismos 

jurídicos procesales que le permiten el resarcimiento de los perjuicios, de 

manera proporcional al menoscabo o vulneración de los mismos. 

En ese sentido, la preocupación expresada por la Corte Constitucional sobre 

la aplicación del preacuerdo en los procesos de competencia de la jurisdicción 

especial militar se relaciona con la protección de los derechos de las víctimas. 

Considera la Corte importante aclarar, que la protección de los derechos de 

las víctimas que se predica de los procesos ordinarios, se extiende también a 

todas las actuaciones que se surtan al interior de la Justicia Penal Militar y 

Policial, pues las garantías procesales en general, y en particular las de las 

propias víctimas, deben aplicarse en cualquier procedimiento, sin importar su 



naturaleza y especialidad, con el fin de  garantizar el ejercicio legítimo de los 

derechos en ellos involucrados y que pueden resultar afectados.  

Igualmente la situación del acusado de incurrir en conductas punibles en el 

marco del Código Penal Militar,  debe ser vista por los operadores judiciales 

desde el punto de vista de las garantías ofrecidas por nuestra Constitución en 

consonancia con la Ley 906 de 2004, que es totalmente garantista, de tal 

forma, no es prudente que un operador judicial negase la posibilidad al 

imputado de valorar un posible preacuerdo, dentro de los parámetros que la 

ley establece para su respectiva aprobación, independiente de los delitos que 

por su naturaleza legislativa no son susceptibles de negociación para dar un 

ejemplo, el abuso sexual con menores de edad. 

Como ha sido señalado por la jurisprudencia en forma reiterada, aun cuando 

orgánicamente la justicia Penal Militar y Policial no hace parte de la estructura 

de la Rama Judicial, le resultan igualmente aplicables a dicha jurisdicción 

especial, todos aquellos derechos y garantías que conforman la noción de 

debido proceso, así como también los principios constitucionales que rigen la 

administración de justicia, en particular los de acceso a la justicia, derecho a 

la defensa y respeto por los derechos (Ley 270 de 1996. Arts. 2, 3 y 9). 

Indudablemente la aplicación del principio del preacuerdo en los procesos de 

competencia de la jurisdicción penal militar y policial no ha sido desarrollada 

por las mismas causas que han demorado la adopción del sistema penal 

acusatorio en todos los procesos adelantados desde 1999, año en el que se 

adoptó la Ley 522 y más tarde la Ley 1407/10 que ordenaba tal transición. 

Es el mismo Ministerio de Defensa Nacional el que concluye en 2013 que no 

hay estadísticas sobre la cantidad de procesos que se tramiten ante ella –y 

por ende cuántos podrían ser objeto de preacuerdos-; no hay cifras sobre las 

investigaciones adelantadas; las diligencias cumplidas; el número de 



sentencias proferidas; la cantidad de asuntos que corresponderían a la 

estructura de la justicia militar y aquellos que serían de competencia de la 

justicia policial, y demás aspectos que permitan medir las necesidades. 

(CONSEJO SUPERIOR DE POLÍTICA CRIMINAL, 2013) 

En cuanto hace a la aplicación del principio del preacuerdo judicial no hay 

antecedentes históricos en la justicia penal militar y policial en Colombia; 

primaron con anterioridad a la ley 1407/2010 los juicios sumarios en el que el 

investigador y el juez eran la misma persona, el superior jerárquico del 

procesado. 

Aún después de la expedición de la norma que ordena la transición al sistema 

penal acusatorio en la jurisdicción especial, se tiene como lo reconoce el 

mismo Ministerio de Defensa Nacional que este tránsito no se ha dado y por 

ende se siguen aplicando los principios del proceso inquisitivo en detrimento 

de las garantías del debido proceso a las partes intervinientes. 

La jurisprudencia constitucional ha considerado constitucionalmente admisible 

la celebración de preacuerdos y negociaciones entre la Fiscalía y el imputado 

o el acusado, orientados a que se dicte anticipadamente sentencia 

condenatoria, sobre la base de que tales institutos estén asistidas por 

finalidades específicas, como son las de humanizar la actuación procesal y la 

pena; garantizar la eficacia del sistema reflejada en la obtención  de una pronta 

y cumplida justicia; propugnar por la solución de los conflictos sociales que 

genera el delito; propiciar la reparación integral de los perjuicios ocasionados 

con el injusto; y promover la participación del imputado en la definición de su 

caso. (CORTE CONSTITUCIONAL, 2016) 

En ese sentido la implementación del preacuerdo resulta fundamental para 

alcanzar niveles de eficiencia y eficacia acordes con el deber constitucional del 



Estado para administrar pronta y cumplida justicia también en la jurisdicción 

especial castrense y policial. 

No existe argumento jurídico válido que niegue la necesidad de implementar 

el preacuerdo judicial en los procesos de la justicia penal militar y policial; por 

el contrario es rica la jurisprudencia que indica que  todos los mecanismos de 

negociación anticipada son el vehículo eficaz para que los derechos de las 

víctimas sean garantizados, de manera que el proceso de negociación de los 

acuerdos y preacuerdos no puede ser ajeno a la satisfacción de los derechos 

de las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación, lo cual significa que el 

juez que los apruebe deberá escucharlas, tener en cuenta su participación y 

tomar en consideración sus intereses. (C. Constitucional. Ob.cit.) 

De tal manera que si se tiene en cuenta los tipos penales y disciplinarios de 

que se ocupa esta jurisdicción especial, se tiene que la víctima por excelencia 

de los delitos o contravenciones cometidas por el personal militar o policial es 

el mismo Estado, en razón de la naturaleza del servicio que la Fuerza Pública 

presta. Así las cosas, es el Estado el principal beneficiario de la 

implementación del preacuerdo judicial como parte del sistema penal 

acusatorio en esta jurisdicción especial. 

El artículo 29 de la Constitución Política de Colombia establece como derecho 

fundamental el debido proceso en la administración de justicia y de él se 

desprende la necesidad de adecuar el sistema penal al establecimiento de 

garantías procesales que materialicen la observación y aplicación de esos 

derechos. 

El sistema penal acusatorio fue establecido en Colombia a partir de la Ley 

906/04, que comprende en su art. 348 los acuerdos y preacuerdos con el fiscal 

de conocimiento para acelerar los procesos. 



El acuerdo o la negociación comporta: el reconocimiento de responsabilidad 

por parte del imputado o acusado; la existencia de un fundamento fáctico y 

probatorio sobre el cual se produce el acuerdo; la renuncia libre, consciente, 

voluntaria y debidamente informada del imputado o acusado al juicio público, 

oral, concentrado y contradictorio; los descuentos punitivos derivados del 

acuerdo. Una vez aprobado el acuerdo se convocará a audiencia para dictar 

la sentencia correspondiente, mediante la cual se produce la terminación 

anticipada al proceso. 

La Corte Constitucional ha considerado en materia de acuerdos y preacuerdos 

lo siguiente (i) la existencia de estas figuras no vulnera, per se, el derecho 

fundamental al debido proceso; (ii) el fiscal no cuenta con una libertad absoluta 

al momento de adecuar la conducta punible; (iii) a los hechos invocados en su 

alegación conclusiva, el fiscal no les puede dar sino la calificación jurídica que 

corresponda conforme a la ley penal preexistente; (iv) la intervención de las 

víctimas en los acuerdos y preacuerdos debe ser compatible con los rasgos 

esenciales del sistema penal de tendencia acusatoria; (v) no existe una 

necesaria coincidencia de intereses entre la víctima y la Fiscalía, situación que 

debe ser tenida en cuenta en materia de preacuerdos; (vi) si bien la víctima no 

cuenta con un poder de veto de los acuerdos celebrados entre la Fiscalía y la 

defensa, tiene derecho a ser oída e informada acerca de su celebración;  (vii) 

en la valoración del acuerdo, el juez velará porque el mismo no desconozca o 

quebrante garantías fundamentales del imputado y de la víctima; y (viii) en 

determinados casos, el legislador puede restringir o incluso prohibir la 

celebración de acuerdos o preacuerdos. 

 

7. CONCLUSIONES 



Con respecto a la Justicia Penal Militar, la jurisprudencia  ha dejado en claro 

que, aun cuando orgánicamente ella no hace parte de la estructura de la Rama 

Judicial, en la medida que su función específica es la de administrar justicia, 

debe aceptarse que todas aquellas garantías que conforman la noción de 

debido proceso, y los principios constitucionales que rigen la administración 

de justicia, le resultan igualmente aplicables a dicha jurisdicción especial, en 

particular, los principios de autonomía, independencia e imparcialidad “cuya 

observancia se constituye en pilar fundamental de la función judicial, toda vez 

que, por su intermedio, se busca garantizar a los ciudadanos sometidos al 

proceso, un juicio libre y autónomo, alejado de cualquier tipo de presiones e 

influencias que ponga en entredicho la objetividad del juzgador”; por lo que 

indudablemente los acuerdos y preacuerdos deben hacer parte del proceso de 

esta jurisdicción especial. 

En ese sentido la jurisprudencia constitucional ha dejado en claro que en todos 

los mecanismos de negociación anticipada, incluidos los contemplados en la 

legislación penal militar, los derechos de las víctimas deben ser garantizados, 

de manera que el proceso de negociación de los acuerdos y preacuerdos no 

puede ser ajeno a la satisfacción de los derechos de las víctimas a la verdad, 

la justicia y la reparación, lo cual significa que el juez que los apruebe deberá 

escucharlas, tener en cuenta su participación y tomar en consideración sus 

intereses. 
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